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BARRERAS SOCIALES Y ECONOMICAS PARA LA INTEGRACIÓN DE LAS MUJERES RETORNADAS EN COLOMBIA

En la revisión del avance y mejora de las recomendaciones postuladas en informes anteriores publicados por el Comité de derechos económicos, sociales y culturales en el territorio colombiano, es necesario analizar las diferentes barreras que las mujeres retornadas encuentran al regresar al país. 

La Asociación Miraismo Internacional ha realizado diferentes investigaciones sobre el rol de la mujer en la sociedad y la importancia de brindar las herramientas y mecanismos necesarios para que su aportación social sea cada vez más efectiva y visible. Desde enfoque, se detallan a continuación las problemáticas a atender en Colombia. 

MUJER MIGRANTE Y MUJER RETORNADA

En esta área poblacional se encuentran inmersas las etnias, raizales y afrodescendientes que comprenden la geografía colombiana, además de ser reconocidas en el PIDESC y en el Ordenamiento Jurídico colombiano, su papel en esta investigación no es otro, sino mostrar que el Estado colombiano cobija en una sola cifra (aún por determinar y unificar respecto de otras entidades oficiales colombianas) 4.7[footnoteRef:1] millones de ciudadanos colombianos migrados al exterior. Asunto cuestionable, pues, en función de los indicadores como, raza, género, edad, nivel de educación, entre otros, se podría determinar con mayor eficiencia las políticas de mejoramiento en la prestación de los servicios a cada grupo y área poblacional, en especial, aquellas que hacen parte de nuestro estudio inicial.  [1:  CANCILLERÍA DE Colombia. Programa Colombia Nos Une. Información de interés. Migración colombiana. Consultado en: http://www.colombianosune.com/informaciondeinteres/caracterizacion
Recuperado el 15 de mayo de 2017.] 


En torno a ello, la protección de las mujeres en razón de etnia y raza se ha procurado sentar en diferentes normas, sobre todo aquellas que tienen que ver con la protección de la discriminación y racismo en contra de la mujer. La Ley 1482 de 2011 que convierte en delito este tipo de actos, la Resolución 1154 de 2012 que crea el Observatorio contra Discriminación y Racismo para monitorear estas prácticas en el país, logrando avances en materia de inclusión. Pese a esto, las condiciones de las mujeres siguen siendo desiguales y en algunos casos precarias en relación a sus pares masculinos, es el caso de las mujeres migrantes que representan poco más de la mitad de la población migrante nacional. Por tal razón, es necesario que el gobierno colombiano responda a una serie de demandas por parte de las mujeres indígenas, afrodescendientes, migrantes y retornadas.

Por su parte, el Estado colombiano, en el informe de evaluación del Comité presentado en 2016 no arroja ningún dato respecto del número de mujeres retornadas a razón de etnia, afrodescendientes y raizales; la escasa información obtenida al respecto deja entrever la necesidad de fortalecer los instrumentos estadísticos en dicho aspecto, pues la migración de las mujeres de diversas etnias y raizales, así interna, como externa y su contrario, el retorno, debe ser objeto de estudio para el gobierno. La escasa información al respecto, se insiste, deja un vacío de análisis que impide la oportuna acción de las organizaciones no gubernamentales, por lo tanto, la voz de alarma se expone en este evento que nos reúne.

El asunto no cambia si nos dirigimos hacia el área laboral. El desempleo en Colombia es de 8.9% uno de los más altos en la región, representando para las mujeres el 11.8%, quienes trabajan alrededor de 10.8 horas más y ganan en promedio 20% menos en relación a los hombres en los mismos cargos. Si bien, en los últimos años la participación de las mujeres en el mercado laboral ha aumentado y la brecha de participación ha disminuido gracias a proyectos liderados por el Programa para la Equidad de Género en Materia Laboral, lo cierto es que aún se mantiene una brecha salarial y segregación ocupacional en los tres sectores económicos representativos del país (industria (36%), comercio (44%) y servicios (43%). Situación que se ve agravada para el conjunto de las mujeres indígenas y afrodescendientes ya que no pueden hacer una transición a un trabajo formal porque, en muchos de los casos no tienen acceso a una educación básica. De la misma manera, las mujeres migrantes representan otro sector vulnerado en lo referido al derecho al trabajo, siendo obligadas a trabajar en la informalidad o en trabajos menos calificados en los que deben soportar el abuso y la explotación laboral. Situación similar ocurre con las mujeres retornadas, pues encuentran obstáculos para un ascenso profesional por lo que, deben acudir al abrigo de la informalidad laboral, situación que perpetúa la desigualdad en el acceso a la igualdad de oportunidades laborales.

En materia de igualdad de derechos entre hombres y mujeres, se pretende efectuar un especial llamado a la comunidad internacional en dos sentidos; el primero de ellos hace referencia al actual incremento en el número de mujeres víctimas de violencia de género y de violencia intrafamiliar[footnoteRef:2], cifras en las que se observa claramente, un incremento del 22% respecto del año 2016. Estamos hablando de más de 50.000 asesinatos de mujeres y niñas de edad entre los 5 hasta los 24 años. Esto indica que, existe un alto grado de violación al derecho a la vida, ante lo cual se recomienda al Estado, su oportuna y eficaz acción a través de instituciones como la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, los Ministerios y Congreso de la República para trabajar en conjunto en la implementación de medios garantistas de los derechos de las mujeres. Así mismo, se recomienda un mayor esfuerzo en el establecimiento de medidas preventivas contundentes y de asistencia a aquellas mujeres en riesgo de sufrir cualquier tipo de violencia o que se encuentren en situación de vulnerabilidad ante situaciones como explotación sexual y trata de personas, crímenes que representan una amenaza flagrante para el colectivo en cuestión. [2:  PERIÓDICO DIGITAL EL TIEMPO, Colombia. Titular: Menores de 10 años, víctimas de 72% de casos de violencia sexual. Noticia del 8 de Marzo de 2017. Consultado en: http://www.eltiempo.com/justicia/delitos/cifras-de-violencia-contra-las-mujeres-en-colombia-65596
Recuperado el: 04 de junio de 2017.] 


[bookmark: _Hlk484356936]La legislación vigente que a continuación se informa, la Ley 1009 del 23 de enero de 2006 por la cual se crea con carácter permanente el Observatorio de Asuntos de Género y la Ley 1542 del 5 de julio de 2012 por la cual se reforma el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, código de procedimiento penal, tienen por objeto identificar, analizar e implementar de forma más concreta las políticas, programas y normas para mejorar la situación de equidad de género en beneficio de las mujeres.

El segundo, hace referencia a la implementación de la Ley 823, 11 de julio de 2003 por la cual se dictan normas sobre igualdad de oportunidades para las mujeres.  El objeto de esta ley es establecer el marco institucional y orientar las políticas y acciones por parte del Gobierno para garantizar la equidad y la igualdad de oportunidades de las mujeres en ámbitos público y privado. En este sentido, el informe del Estado colombiano en su evaluación anterior hizo referencia a los avances importantes en la inclusión de la perspectiva de género en sus políticas sociales, se trae a exposición el CONPES 161 en el cual se expresa de forma contundente la loable acción de fortalecimiento de las políticas públicas en materia de la reducción de las desigualdades, sin embargo, a lo largo de la redacción del CONPES social (uno de los capítulos del CONPES 161), el Ministerio de Relaciones Exteriores manifestó la ausencia de recursos asignados para dar cumplimiento al CONPES 161[footnoteRef:3] en materia de enfoque de género. Entre tanto, la definición expresa de “mujer retornada” no está dispuesta como tal en el marco sobre el cual se desarrolla el CONPES social. Llegados a este punto, vale la pena resaltar las iniciativas del país azteca. En el consulado de México, en Chicago, existe la ventanilla integral de acción para la mujer (VAIM[footnoteRef:4]). Política no incluida en los consulados colombianos. [3:    CONPES SOCIAL 161. Equidad de Género para las Mujeres. Segundo informe de seguimiento, septiembre 2013- febrero 2014. Documento en pdf. Pag. 9. Consultado en: http://www.equidadmujer.gov.co/ejes/CI2/2-Informe-Conpes-2014.pdf
Recuperado el 15 de mayo de 2017
]  [4:   Secretaría de Relaciones Exteriores. 4 de Agosto de 2016. Obtenido de: Consulado General de México: https://consulmex.sre.gob.mx/raleigh/index.php/vaim Recuperado el 30 de abril de 2017.] 


Si bien el Consulado de Colombia ha ofrecido charlas formativas en contra de la violencia de género, como la llevada a cabo en Madrid en febrero de 2016, el propósito principal es fortalecer la protección de los derechos de las mujeres, por lo tanto, es necesario adicionar otros aspectos que garanticen una protección integral, por ejemplo, ofrecer ayuda legal y humanitaria en los principales consulados, contar con atención telefónica permanente, publicar un directorio con las organizaciones e instituciones públicas y privadas del país de residencia que proporcionan servicios a las mujeres inmigrantes víctimas de cualquier tipo de violencia, o en el caso colombiano, una amplia cobertura de servicios a las mujeres víctimas del conflicto armado.

Hasta aquí hemos tocado asuntos referentes a la mujer en general, como tal, la publicación de normas en beneficio de la mujer retornada, sea cual sea su etnia, raza, estatus económico o educativo no ha sido puesto de relieve por el Estado colombiano en ninguna de sus dependencias administrativas; estamos ante una nueva carencia de resultados.

Avanzando pues, en el tema que nos ocupa, la garantía de la autonomía económica de las mujeres, es objeto de la acción jurídica colombiana. Según lo indicado por la Representante de los Colombianos en el exterior Ana Paola Agudelo, en el 2015 el 51% de las remesas que ingresan al país (4.635 millones de dólares) corresponde a ingresos de mujeres que trabajan en el exterior[footnoteRef:5] . De esta importante cifra y su aporte a la economía colombiana hay dos aspectos a resaltar: [5:   PERIÓDICO El País. Las migrantes colombianas son las que más remesas envían a su país. Noticia digital del 27 de febrero de 2016. Obtenido de: http://internacional.elpais.com/internacional/2016/02/27/colombia/1456581150_256215.html Recuperado el 30 de abril de 2017] 


1.	Educación Financiera y Administración Productiva de Remesas
El acceso a la educación financiera tanto para la mujer migrante como para las mujeres beneficiarias de remesas es un paso importante hacia el desarrollo y uso productivo de los recursos. Como es el caso de su acceso al sistema financiero convencional, incentivar el ahorro y la inversión, prevenir fraudes, y evitar el consumo improductivo de remesas que se utilizan en propósitos de consumo.  

2.	Acceso Financiero
Las mujeres migrantes colombianas que regresan al país después de varios años en el exterior encuentran dificultades para ingresar al sistema financiero debido la ausencia de un historial crediticio y garantías reales. En consecuencia, los migrantes retornados no son considerados sujetos de crédito en el sistema financiero convencional. Si bien en Colombia, como parte del Plan Retorno, existe información y asesoría para acceder a créditos financieros por parte de entidades estatales como privadas para los migrantes retornados que deseen emprender acciones empresariales en el país, en muchos de los casos, la asesoría prestada es improductiva dada la ausencia de historial crediticio. De forma que, la falta de garantías de acceso a la vida laboral, la falta de acceso a un empleo, genera más pobreza.

En relación al acceso de las condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo, otro de los derechos objeto de estudio, se establece el salario mínimo y el goce del mismo por igualdad de trabajo; medidas de seguridad laboral; igualdad de oportunidades en el ascenso por capacidad y tiempo de servicio; límite de horas laboradas y el derecho a percibir remuneración de días festivos, entre otros aspectos. 

La evaluación sobre las condiciones laborales de la mujer retornada conlleva a establecer en primera medida cuál ha sido el desempeño de Colombia en la reducción de la brecha salarial entre hombres y mujeres. El Índice Global de Brecha de Género del Foro Económico Mundial, mide el tamaño de la brecha en varios aspectos: la economía, el mundo laboral cualificado, la política, el acceso a la educación y la esperanza de vida. Colombia ha tenido un avance en el componente de oportunidades para la mujer, explicado en el mayor acceso a la educación y mayor experiencia laboral, significando un incremento en su participación laboral, pasando de 46,4% en 2008 a 54,5% en 2016[footnoteRef:6]. Sin embargo, la brecha entre los ingresos laborales de hombres y mujeres aún es considerable, a razón de que Colombia se sitúa en el puesto 39 del ranking por debajo de países de la región, como Argentina, Bolivia, Nicaragua, Cuba o Costa Rica, los cuales tienen un mejor desempeño en este aspecto. Por ello, se echan de menos políticas públicas enfocadas en la reducción de las diferencias de las condiciones laborales entre hombres y mujeres, para lograr que el país se sitúe al menos en la media[footnoteRef:7] .  [6:    MINISTERIO DE TRABAJO. “Colombia tiene que cerrar la brecha salarial entre hombres y mujeres”: MinTrabajo [en línea]. Recuperado el 8 de mayo de 2017 de http://www.mintrabajo.gov.co/febrero-2017/7595-colombia-tiene-que-cerrar-la-brecha-salarial-entre-hombres-y-mujeres-mintrabajo.html.
]  [7:    Índice Global de la Brecha de Género. La Expansión. Recuperado el 1 de mayo de 2017 de http://www.datosmacro.com/demografia/indice-brecha-genero-global.
] 


Según el Ministerio de Trabajo de Colombia, los sectores económicos en los que el ingreso del trabajador es inferior al promedio nacional, y predominan las mujeres – el caso de los textiles, las confecciones, el calzado, el comercio al por menor, los hoteles, restaurantes y el servicio doméstico –, la remuneración para todas las trabajadoras puede llegar a ser incluso la mitad que la recibida en un sector donde predominan hombres[footnoteRef:8]. En consecuencia, las probabilidades de que las mujeres migrantes que se acogen a alguno de los programas de retorno voluntario y se incorporen a la fuerza laboral en estas tareas es alta, teniendo en cuenta que, en su mayoría, se trata de personas que no cuentan con un nivel de formación técnico ni profesional, hecho que motiva su retorno por falta de oportunidades laborales en los países de acogida. [8:    MINISTERIO DE TRABAJO, Op. Cit.] 


En el plano normativo, en Colombia existe un desarrollo legislativo encaminado a fijar una Política Pública migratoria y de retorno, sin embargo, su diseño e implementación ha sido muy frágil[footnoteRef:9] . El Plan Nacional de Desarrollo 2010–2014, el plan Visión Colombia II Centenario 2019, el documento CONPES 3603 de 2009, la Ley 1465 de 2011 y la Ley 1565 de 2012 son algunas de las normas relacionadas con la creación de una red institucional de política migratoria, compuesta por varios ministerios y por un sistema administrativo denominado “Sistema Nacional de Migraciones (SNM)” encargado del diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de la política en procura de la calidad de vida de la diáspora; al respecto, la legislación ha quedado “sobre papel” pues a falta de su desarrollo reglamentario, las garantías recogidas en la misma no se cumplen. [9:    Bedoya Bedoya, María Rocío. El papel de las políticas públicas de migración y retorno en Colombia en el marco de la crisis económica mundial: los casos del Eje Cafetero, Cali, Medellín y Bogotá. Revista de Estudios Políticos, Medellín, No. 46, 2015
] 


Con todo, el balance de esta normatividad a la fecha consiste en la poca receptividad que ha tenido en las prioridades presupuestales del Gobierno, dado que sólo se han destinado recursos para su implementación en lo que tiene que ver con la creación de un fondo especial para ayuda por razones humanitarias, a fin de dar asistencia y protección inmediata a colombianos en el exterior[footnoteRef:10] . Esto significa que la política migratoria en gran parte se ha limitado a generar una política asistencial a los migrantes por situaciones derivadas de entornos hostiles generadores de vulnerabilidad, es decir, en situaciones graves o de urgencia.  [10:    Mejía Ochoa, William. Colombia y las migraciones internacionales. Evolución reciente y panorama actual a partir de las cifras. Revista Interdisciplinar da Movilidad Humana–REMHU, XX, No. 39, 2012, pp. 185– 210.] 


Esta realidad ha hecho que el sector privado, las ONG y la Cooperación Internacional se hayan encargado de generar espacios y oportunidades mediante el ofrecimiento de ayudas económicas para el retorno y la sostenibilidad del mismo mediante programas de formación, créditos para el emprendimiento, entre otros apoyos. No obstante, se trata de una tarea que corresponde asumir a los gobiernos locales que reciben a la mujer retornada para dar ejecución a las normas ya existentes en el sentido de reinsertarla a la vida local de manera exitosa. 

En términos generales, la política migratoria colombiana se encuentra en proceso de construcción y aún en búsqueda de su enfoque de derechos[footnoteRef:11]. La Ley 1565 de 2012 establece un esquema para el retorno que busca incentivar el regreso de los colombianos que han adquirido conocimientos, habilidades profesionales o recursos útiles para el crecimiento económico y social del país, así como de quienes abandonaron el territorio nacional a causa del conflicto armado y de quienes regresan deportados o en situación vulnerable. Sin embargo, la ley no está enfocada en desarrollar un programa especial de empleabilidad para la mujer migrante retornada, a menos de que esta cuente con capital para la inversión en el país. A falta de Desarrollo reglamentario, también en este sentido, la plena ineficacia de la misma ha sido objeto de debate entre el colectivo de colombianos en el exterior preocupados por mejorar su situación. [11:    Sánchez Mojica, Beatriz Eugenia. El enfoque de derechos en las políticas migratorias. El caso colombiano. En: Laurence Burgorgue-Larsen, Antonio Maués y Beatriz Eugenia Sánchez Mojica. Derechos Humanos y Políticas Públicas. Manual. Barcelona: Red de Derechos Humanos y Educación Superior, 2014, pp. 275-308.] 

Por último, las condiciones de equidad y satisfacción en el trabajo específicamente para la mujer migrante retornada no han tenido ningún tratamiento legal en Colombia y tampoco existen estudios estadísticos oficiales que arrojen luces sobre esta problemática.


RECOMENDACIONES GENERALES AL ESTADO COLOMBIANO

1) Se recomienda al Estado incluir en su sistema de Bases de Datos las cifras exactas y actualizadas de mujeres retornadas, y hacer una clasificación según la pertenencia al grupo étnico, raizal o colectivo afrodescendiente, sugiriendo en todo caso, la realización de acciones estadísticas que orienten el diseño e implementación de políticas públicas específicas, pues sus necesidades varían según las condiciones mencionadas.
2) Se recomienda, impulsar medidas legislativas eficaces, y su posterior desarrollo reglamentario, para la incorporación de las mujeres retornadas a un sistema activo y permanente de programas de atención sicológica, de emprendimiento y de incorporación al sistema laboral, como también, la creación de programas de atención a sus familias. En el ámbito internacional, se recomienda generar un protocolo de atención en los Consulados Colombianos que brinde ayuda integral ante las denuncias de agresión contra la mujer, asesoría jurídica y psicosocial, y en general, una atención especializada para la mujer a fin de fortalecer la protección de sus derechos, contribuir a su empoderamiento y fomentar la igualdad de género.
3) Se recomienda, implementar de forma eficaz y eficiente la legislación en materia de erradicación de la desigualdad, racismo y discriminación contra la mujer, Ley 1482 de 2011 y la Resolución 1154 de 2012; Ley 1009 del 23 de enero de 2006 por la cual se crea con carácter permanente el Observatorio de Asuntos de Género y la Ley 1542 del 5 de julio de 2012 por la cual se reforma el artículo 74 de la Ley 906 de 2004, código de procedimiento penal; La ley 1465 de 2011 por medio de la cual se crea el Sistema Nacional de Migraciones, la Ley 1565 de 2012 por medio de la cual se establecen los medios de retorno voluntario. Al mismo tiempo, se sugiere incorporar a las políticas públicas los Objetivos de Desarrollo Sostenible #1 (fin de la pobreza) #2 (hambre cero), el interés de erradicar la desigualdad ODS #3 (Salud y bienestar), ODS#8 (trabajo decente y crecimiento económico), ODS #10 (reducción de las desigualdades) y ODS #17 (alianzas para lograr los objetivos) que ostentan el interés de mejorar la calidad de vida.
4) En materia de Remesas, se recomienda al Estado colombiano, la redistribución equitativa de las mismas que permitan fomentar la creación y fortalecimiento de microempresas con acceso a créditos productivos y de ayuda al emprendimiento, especialmente para las mujeres retornadas; de igual forma, se recomienda la creación de un Sistema de Reinserción Laboral en el que se incluya un Registro actualizado de habilidades y estudios obtenidos durante su residencia fuera del país a fin de encauzar los conocimientos adquiridos y lograr de forma eficiente la mejora de la productividad del país.
5) En materia de acceso al sistema financiero, se recomienda al Estado retirar todo tipo de obstáculo que impida el fácil acceso a los sistemas de retorno productivo implementado en el país, como también la creación de cooperativas de ahorro y crédito, con énfasis en la mujer migrante retornada, quien en numerosas ocasiones regresa al país en condición de cabeza de hogar. Baste añadir que dichas recomendaciones serán válidas para hombres y mujeres que retornan a su país de origen.
6) Se recomienda al Estado crear un Estatuto de Derechos de la Migración interna y externa, y de Retorno, en el que se asegure una garantía y cobertura básica de derechos fundamentales y sociales, a la vez que se establezcan mecanismos de protección jurídicos y administrativos especiales para esta población. 
7) Se recomienda al Estado fortalecer el marco normativo de la política migratoria, considerando los aspectos principales de la misma y, en torno a la cual, se consideren aspectos transversales como la conciliación del entorno familiar, la reincorporación a la vida laboral y el reconocimiento de un estatus especial en el acceso a la Seguridad Social y al Sistema de Salud.
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